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Superior de Humacao 
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Sobre:  
 

Despido Injustificado (Ley 
Núm. 80) y otros 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Domínguez Irizarry, el Juez 
Vázquez Santisteban y la Jueza Álvarez Esnard. 
 
Vázquez Santisteban, Juez Ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de diciembre de 2021. 

Comparece ante nos Servicios Médicos Integrados de Fajardo, PSC 

(“Parte Peticionaria” o “Servicios Médicos”) mediante petición de Certiorari 

presentada el 15 de marzo de 2021, a los fines de solicitar que revoquemos 

la Resolución emitida el 4 de marzo de 2021 y notificada el 5 de marzo de 

2021 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Humacao. Por virtud de 

la misma, el foro a quo declaró No Ha Lugar la solicitud de desestimación 

instada por la Parte Peticionaria.  

Por los fundamentos expuestos a continuación, expedimos el auto 

de certiorari y revocamos la Resolución recurrida.  

 

I 

 

 El 2 de julio de 2019, Carmen L. López García (“Recurrida”) instó 

Querella sobre violación al derecho de intimidad, represalias en el empleo 

y despido injustificado en contra de Servicios Médicos, al amparo del 

procedimiento sumario laboral. En apretada síntesis, la Recurrida alegó 

haber sido despedida injustificadamente de su empleo como represalia por 

haber acudido a los procesos internos de quejas y agravios en torno a la 
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conducta desplegada por una supervisora directa. Tras varios incidentes 

procesales, el 30 de agosto de 2019, Servicios Médicos presentó su 

Contestación a Querella enmendada. El mismo día, la Parte Peticionaria 

incoó una Solicitud de desestimación o, en la alternativa, para detener los 

procedimientos judiciales y compeler a arbitraje, mediante la cual adujo que 

el Tribunal de Primera Instancia carecía de jurisdicción sobre la materia, 

debido a que el Contrato de empleo suscrito entre la Recurrida y Servicios 

Médicos ordenaba que toda controversia relacionada a la terminación del 

empleo de la Recurrida fuera sometida a un proceso de arbitraje. 

Específicamente, la Parte Peticionaria se refirió a la cláusula número trece 

(13) del Contrato de empleo, la cual dispone: 

Las Partes en este contrato expresamente acuerdan que toda 
y cualquier reclamación o controversia directa o 
indirectamente relacionada con, o que surja bajo, este 
contrato, o su empleo con la Empresa, incluyendo, pero sin 
limitarse a, la terminación de empleo, reclamaciones 
salariales, pago de bonificaciones, acumulación o disfrute de 
licencias, etc., se tramitará mediante un procedimiento de 
arbitraje, por lo que expresamente renuncian a tramitar tales 
reclamaciones o controversias ante los tribunales y agencias 
administrativas del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o de 
los Estados Unidos de Norteamérica, según fuere el caso.1  
 
Por consiguiente, solicitó que el foro primario “desestime con 

perjuicio la Querella Enmendada de epígrafe y/o compela a la Querellante 

a agotar el remedio de arbitraje contractualmente convenido . . .”.2  

En respuesta, el 3 de octubre de 2019, la Recurrida presentó su 

Oposición a Moción de desestimación o, en la alternativa, para detener los 

procedimientos judiciales y compeler a arbitraje. Por virtud de la misma, la 

Recurrida adujo que la aludida cláusula de arbitraje era nula, puesto que 

era contraria a la ley, la moral y el orden público. Específicamente, la 

Recurrida aludió al inciso nueve (9) de la cláusula número trece (13), que 

dispone: 

El (La) empleado(a), por sí o a través de su abogado, 
presentará en primer lugar una querella ante la Oficina de 

 
1 Contrato de empleo, Apéndice, pág. 57. 
2 Solicitud de desestimación o, en la alternativa, para detener los procedimientos judiciales 
y compeler a arbitraje, Apéndice, pág. 54. 
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Recursos Humanos de la Empresa relacionando allí la 
naturaleza de su reclamación, la fecha del o los eventos en 
cuestión, los nombres de las personas que utilizará como sus 
testigos, y los documentos relacionados con su reclamación. 
Esta querella se presentará en un término no mayor de treinta 
(30) días calendario luego de ocurrido el evento que la motiva. 
Este término de treinta (30) días es jurisdiccional, por lo que 
si (la) empleada no presenta su querella dentro de este 
término, la querella estará prescrita, el asunto no será 
arbitrable, y se considerará cosa juzgada para todo fin legal a 
favor de la Empresa.3 
 
Conforme argumenta la Recurrida, este inciso tiene el efecto de 

coartar sus derechos al imponer un término jurisdiccional a todas las 

reclamaciones laborales de esta, contrario a los términos provistos por las 

disposiciones legales sobre las cuales fundamenta sus reclamos. Por su 

parte, el foro a quo señaló Vista argumentativa para el 15 de octubre de 

2019, para dirimir la controversia planteada. Tras la celebración de la Vista 

argumentativa, la Parte Peticionaria presentó Moción suplementaria post 

vista argumentativa.  

Así las cosas, el 4 de marzo de 2021, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió Resolución, notificada el 5 de marzo de 2021, mediante la cual 

declaró No Ha Lugar la solicitud de desestimación de la Parte Peticionaria. 

A esos efectos, el foro primario declaró: 

Surge del expediente de autos que las partes pactaron 
en el contrato de empleo que cualquier controversia o 
reclamación relacionada al empleo de la querellante se 
tramitaría mediante un procedimiento de arbitraje ante un 
panel de tres (3) árbitros. Ahora bien, la cláusula de arbitraje 
disponía, entre otras cosas, que la querellante debía presentar 
en primer lugar una querella ante la Oficina de Recursos 
Humanos (ORH) de la empresa en un término jurisdiccional 
de treinta (30) días luego de ocurrido el evento que la motiva. 
De no ser así, la querella se consideraría prescrita y el asunto 
no sería arbitrable, sino que constituiría cosa juzgada para 
todo fin legal a favor de la querellada. Dicho trámite ante la 
ORH de la querellada no surge del expediente de autos, sino 
que la querellante presentó sus reclamos ante este Tribunal 
mediante la querella de epígrafe al amparo de la Ley Núm. 2. 

En virtud de lo anterior, este Tribunal concluye que 
ordenar el proceso de arbitraje constituiría un gesto 
fútil y vacío, por lo que procede continuar con los 
procedimientos ante este Tribunal.4  

 

 
3 Contrato de empleo, Apéndice, pág. 58. 
4 Resolución, Apéndice, pág. 115(Énfasis en el original).  
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Inconforme con dicho dictamen, la Parte Peticionaria acude ante esta 

Curia y esboza los siguientes señalamientos de error: 

PRIMERO: ERRÓ EL TPI AL NO PONER EN VIGOR LAS 
DISPOSICIONES DE LA CLÁUSULA DE ARBITRAJE SUSCRITA 
ENTRE LAS PARTES, A PESAR DE RECONOCER LA VALIDEZ 
DE LA MISMA. 
 
SEGUNDO: ERRÓ EL TPI AL MOMENTO DE INTERPRETAR LA 
NORMA ESTABLECIDA EN HERMANDAD UNIÓN DE 
EMPLEADOS V. F.S.E., SUPRA, Y CONFUNDIR LA EXCEPCIÓN 
AL AGOTAMIENTO DE PROCEDIMIENTOS PREVIOS AL 
ARBITRAJE, CON UNA EXCEPCIÓN A TENER QUE ACUDIR AL 
ARBITRAJE, CON UNA EXCEPCIÓN A TENER QUE ACUDIR AL 
ARBITRAJE MISMO. 
 
TERCERO: ERRÓ EL TPI AL PERMITIR AQUELLO QUE FUE 
EXPRESAMENTE PROHIBIDO EN HERMANDAD UNIÓN DE 
EMPLEADOS V. F.S.E., SUPRA, A SABER, PERMITIR QUE LA 
IMPLEMENTACIÓN DE UN PROCEDIMIENTO DE ARBITRAJE, 
PREVIAMENTE PACTADO, DEPENDA DE LOS DESEOS DE UNA 
DE LAS PARTES DE COMPARECER AL MISMO.  
 
CUARTO: ERRÓ EL TPI AL UTILIZAR EL INCUMPLIMIENTO 
INJUSTIFICADO DE LA PARTE QUERELLANTE CON SU 
OBLIGACIÓN CONTRACTUAL, COMO FACTOR 
DETERMINANTE PARA NO PONER EN VIGOR LAS 
DISPOSICIONES DE LA CLÁUSULA DE ARBITRAJE SUSCRITA 
ENTRE LAS PARTES.  
  
En respuesta, la Recurrida compareció mediante Oposición a 

expedición de certiorari. Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes, pasamos a exponer el derecho aplicable.  

 

II 

Certiorari 

 

El certiorari es un recurso extraordinario y discrecional mediante el 

cual un foro de mayor jerarquía revisa las determinaciones de un foro de 

menor jerarquía, y se rige por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil y la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones.5 Entra las instancias 

de revisión provistas por la Regla 52.1 de Procedimiento Civil figuran los 

casos de relaciones de familia, casos que revisten interés público o cualquier 

 
5 32 LPRA Ap. V, R. 52.1; 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40; Medina Nazario v. McNeil Healthcare 
LLC, 194 DPR 723, 728-729 (2016). 
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otra situación en la que esperar a la apelación constituiría un fracaso 

irremediable a la justicia. Mientras que nuestra Regla 40 establece los 

siguientes criterios para guiar nuestra discreción en la determinación de si 

expedimos o denegamos un auto de certiorari: 

A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.   

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.   

C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.   

D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración.   

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.   

G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia. 
 
Recordemos que la discreción judicial no es irrestricta ni permite la 

actuación arbitraria y ajena al resto del derecho, sino que se define como 

“una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento judicial para llegar 

a una conclusión justiciera”.6 En ese orden, las determinaciones 

discrecionales del foro primario merecen deferencia y este foro intermedio 

apelativo no intervendrá con las mismas salvo se demuestre que medió 

prejuicio, parcialidad, error manifiesto o craso abuso de discreción.7 

A su vez, téngase presente que la discreción es el más poderoso 

instrumento reservado a los jueces.8 La discreción se nutre “de un juicio 

racional apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano 

de justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni limitación 

 
6 Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). 

7 Citibank et al. v. ACBI et al., 200 DPR 724, 735-736 (2018). 

8 Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004); Banco Metropolitano v. Berríos, 110 DPR 

721, 725 (1981). 
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alguna”.9 En ese orden, Pueblo v. Rivera Santiago 10 indica que existen 

ciertas guías para determinar cuándo un tribunal abusa de su discreción y 

a esos efectos expresa lo siguiente: 

[U]n tribunal de justicia incurre en un abuso de 
discreción, inter alia: cuando el juez no toma en cuenta e 
ignora en la decisión que emite, sin fundamento para ello, un 
hecho material importante que no podía ser pasado por alto; 
cuando el juez, por el contrario, sin justificación ni 
fundamento alguno, concede gran peso y valor a un hecho 
irrelevante e inmaterial y basa su decisión exclusivamente en 
éste, o cuando, no obstante considerar y tomar en cuenta 
todos los hechos materiales e importantes y descartar los 
irrelevantes, el juez los sopesa y calibra livianamente.  García 
v. Padró, supra, a la pág. 336; Pueblo v. Ortega Santiago, 125 
DPR 203, 211 (1990). 

 
Revisión de Resoluciones Interlocutorias de Procedimiento 

Sumario Laboral 
 

Al amparo de la Ley de Procedimiento Sumario de Reclamaciones 

Laborales,  Ley Núm. 2 de 17 de octubre de 1961, 32 LPRA sec. 3118 et 

seq. (“Ley 2”) “la parte afectada por la sentencia dictada . . . podrá acudir 

mediante auto de certiorari al Tribunal de Apelaciones, . . .”.11 Por tanto, 

como regla general, este Tribunal no revisa resoluciones interlocutorias en 

casos bajo la Ley 2. Si una parte pretende impugnar tales resoluciones 

interlocutorias, “deberá esperar hasta la sentencia final e instar contra ella 

el recurso pertinente a base del alegado error cometido”.12  

De este modo se da cumplimiento a la médula del 
procedimiento analizado y, por otro lado, no queda 
totalmente desvirtuado el principio de economía procesal ya 
que, si tenemos en cuenta la rapidez con que sobrevienen los 
escasos eventos procesales previstos por la Ley Núm. 
2 veremos que la parte podrá revisar en tiempo cercano los 
errores cometidos.13  
 
El Tribunal Supremo ha resuelto que: 

la revisión de resoluciones interlocutorias es contraria al 
carácter sumario del procedimiento laboral. Sin embargo, este 
Tribunal señaló que esta norma no es absoluta. Exceptuamos 

 
9 Pueblo v. Hernández García, 186 DPR 656, 684 (2012); HIETel v. PRTC, 182 DPR 451, 

459 (2011); Santa Aponte v. Srio. del Senado, 105 DPR 750, 770 (1977). 

10 176 DPR 559, 580 (2009). 

11 32 LPRA sec. 3121 (Énfasis suplido). 

12 Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483, 497 (1999)(Énfasis 

suplido)(Escolio omitido). 

13 Íd. 
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de la prohibición aquellas resoluciones dictadas por un 
tribunal sin jurisdicción y aquellos casos extremos en los 
cuales los fines de la justicia así lo requieran. Particularmente, 
este Tribunal señaló que procede la revisión inmediata cuando 
hacerlo dispondría del caso en forma definitiva o cuando 
tenga el efecto de evitar una grave injusticia.14  
 
Existen tres excepciones a esa norma: (1) cuando el foro de instancia 

actúa sin jurisdicción; (2) cuando la revisión inmediata dispondría de la 

totalidad del caso; y (3) cuando la revisión evite una grave injusticia.15 De 

lo contrario, la parte afectada tendrá que esperar a una sentencia final para 

levantar sus señalamientos en apelación.  

Arbitraje Obrero-Patronal 

 

“En términos generales, el arbitraje se ha definido como el 

procedimiento para resolver controversias, sometiéndolas a un árbitro o a 

un cuerpo de árbitros, para luego de considerar las pruebas, emitir un 

laudo”.16  

En su concepción más abarcadora, 
el arbitraje constituye la alternativa existente más formal a la 
adjudicación y al litigio judicial. En este proceso, las partes en 
disputa someten y presentan su caso ante un tercero neutral 
que está investido con la facultad de rendir una decisión.17  

 
En nuestro ordenamiento, “[e]l arbitraje puede ser obligatorio o 

voluntario . . . [E]l arbitraje voluntario es aquel que ocurre por voluntad de 

las partes”.18 “En Puerto Rico existen dos tipos principales de arbitraje 

voluntario: el arbitraje comercial y el arbitraje industrial u obrero-

patronal”.19 Cabe destacar que “[n]uestro ordenamiento jurídico favorece 

vehementemente el uso del arbitraje obrero-patronal como sustituto del 

 
14 Medina Nazario v. McNeil Healthcare LLC, 194 DPR 723, 733 (2016)(Énfasis 

suplido)(Citas omitidas). 

15 Ortiz v. Holsum, 190 DPR 511, 517 (2014); Dávila, Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 
supra, pág. 498. 

16 Aquino González v. AEELA, 182 DPR 1, 19 (2011) (Citas, comillas, corchetes y escolios 

omitidos). 

17 COPR v. SPU, 181 DPR 299, 322 (2011) (Citas, comillas, corchetes y escolios 

omitidos)(Bastardillas en el original). 

18 Aquino González v. AEELA, supra, pág. 20 (Escolios omitidos).  

19 Íd. (Escolio omitido). 
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litigio judicial”.20 Sin embargo, “[e]n lo que respecta al arbitraje obrero-

patronal, hay que indicar que nuestro ordenamiento legal aún no cuenta 

con un estatuto que regule dicho campo”.21 Por consiguiente, la 

jurisprudencia se ha encargado de establecer las normas para regir el 

arbitraje obrero-patronal.22 

No empece lo anterior, el arbitraje, por encima de todo, es un 

proceso contractual. A tenor con ello, el Tribunal Supremo ha establecido 

que “las partes que voluntariamente se someten a un procedimiento de 

arbitraje están obligadas por éste, salvo en aquellas situaciones en que la 

jurisprudencia haya establecido que media justa causa para obviarlo”.23 A 

esos fines, se han reconocido excepciones limitadas, por ejemplo: “en 

aquellos escenarios en que una unión falta a su deber de proveer a sus 

representados justa representación; cuando recurrir al arbitraje constituya 

un gesto fútil y vacío; y en reclamaciones por hostigamiento sexual . . 

.”.24 De igual manera, nuestro más Alto Foro resolvió que cuando un 

empleado “al amparo de la Ley Núm. 100, supra, reclame que su despido 

obedeció a discrimen por edad, podrá acudir directamente a los tribunales 

sin necesidad de agotar los remedios arbitrales . . .”.25 Por consiguiente, 

“de ordinario, no puede hacerse caso omiso del procedimiento de arbitraje 

prescrito en un contrato”.26  Además, “existe una presunción de 

arbitrabilidad cuando el contrato contiene una cláusula de arbitraje”. 27 

“Ordinariamente, el arbitraje obrero-patronal constituye el último eslabón 

 
20 COPR v. SPU, supra, pág. 323. 

21 Aquino González v. AEELA, supra, pág. 23 (Escolio omitido). 

22 Íd., pág. 23-24. 

23 Quiñones v. Asociación, 161 DPR 668, 673 (2004)(Cita omitida). 

 
24 Íd., pág. 673. 

25 Íd., pág. 679 (Énfasis en el original). 

26 Medina v. Cruz Azul de PR, 155 DPR 735, 738 (2001)(Cita omitida). 

27 Íd. (Cita omitida). 
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de una cadena de eventos pertenecientes a un procedimiento de quejas y 

agravios previamente delineado en el convenio colectivo”.28  

III 

 

 Expuesto el marco jurídico, resolvemos que procede la expedición 

del auto de certiorari debido a que el foro de instancia en este caso actúa 

sin jurisdicción y nuestra revisión inmediata dispone de la totalidad del caso 

de epígrafe. Establecido lo anterior, pasamos a discutir en conjunto los 

señalamientos de error levantados por la Parte Peticionaria.  

 En apretada síntesis, la Parte Peticionaria argumenta que el foro a 

quo erró al no poner en vigor las disposiciones de la cláusula de arbitraje 

pactada por las partes en el Contrato de empleo. Conforme al derecho 

esbozado, es forzoso concluir que le asiste la razón. Veamos.  

 En el caso de autos, el Contrato de empleo suscrito entre la Recurrida 

y Servicios Médicos expresamente dispone que cualquier disputa 

relacionada al empleo, incluyendo su terminación, se sometería al proceso 

de arbitraje. A tenor con ello, la Recurrida tenía la obligación de agotar el 

remedio arbitral. Por virtud de ello, le asiste la razón a la Parte Peticionaria 

en su primer señalamiento de error. 

No obstante, el Tribunal de Primera Instancia consideró que 

concurrió una excepción a esta norma. Específicamente, aludió a la 

excepción establecida para un caso en que “recurrir al arbitraje constituya 

un gesto fútil y vacío . . .”.29 Por su parte, la Parte Peticionaria argumenta 

que no existe tal excepción en nuestro ordenamiento jurídico, por lo cual el 

foro primario interpretó erróneamente el derecho aplicable. Sin embargo, 

como se puede observar en el caso de Quiñones v. Asociación, el Tribunal 

Supremo ha avalado repetidamente la interpretación del foro de origen. Por 

 
28 COPR v. SPU, supra, pág. 325 (Citas y escolios omitidos)(Énfasis en el original).  

 
29 Quiñones v. Asociación, supra, pág. 673. 
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lo tanto, no le asiste la razón a la Parte Peticionaria en su segundo 

señalamiento de error. 

No empece lo anterior, es forzoso concluir que la alegada futilidad 

del proceso de arbitraje fue resultado del incumplimiento de la Recurrida 

con las exigencias previas contenidas en el inciso nueve (9) de la cláusula 

de arbitraje. Tal resultado es contrario a la norma expuesta. Por lo tanto, 

le asiste la razón a la Parte Peticionaria respecto a su tercer y cuarto 

señalamiento de error, en cuanto a que erró el foro primario al permitir que 

la Recurrida evadiera la implementación de la aludida cláusula de arbitraje 

por el solo hecho de su incumplimiento con el proceso establecido por las 

partes. 30   

A tenor con lo anterior, el Tribunal de Primera Instancia erró al 

determinar que la Recurrida no estaba obligada a cumplir con la cláusula 

de arbitraje. Por consiguiente, el foro primario actuó sin jurisdicción y nos 

corresponde desestimar el caso de epígrafe. La Recurrida debió acudir al 

foro arbitral. 

 

IV 

 

 Por los fundamentos expuestos, expedimos el auto de certiorari y 

revocamos la Resolución recurrida. A esos fines, desestimamos el caso 

de epígrafe y ordenamos a las partes a cumplir con el proceso de arbitraje.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
30 Cabe destacar que la validez de los requisitos previos al arbitraje que impone el Contrato 
de empleo, al igual que la arbitrabilidad de la controversia de autos tras el incumplimiento 
de las mismas, son asuntos que no están propiamente ante la consideración de este Foro, 

por lo que deberán ser evaluados por el foro arbitral, en su momento. 


